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Resizmen: Este trabajo presenta una síntesis de los principios necesarios
para proponer una reforma en materia de descentralización fiscal. Tam
bién se analiza en él su posible aplicación en México y se simula una refor
ma hipotética, consistente en descentralizar parcialmente el Impuesto So
bre la Renta de las Personas Físicas.

Abstract: The paper presents a suinrnary of the theory of fiscal decentrali
zation for a federal government. Possible applications of the theory to the
case ofMexico are discusaed. Finally, a reform consistingofa partial decen
tralization of the personal income tax is simulated.

Este documento aborda una discusión sobre posibles líneas de refor
ma en materia de federalismo fiscal en México, y al final se presen

ta un ejercicio numérico con el propósito de dar una idea de los recursos
que intervienen en una reforma hipotética.

Debe destacarse que sólo se analizan los aspectos económicos de
posibles reformas. Es claro, sin embargo, que cualquier intento de mo
dificación en esta materia tiene implicaciones no sólo de carácter eco
nómico, sino también de índole política (véase Díaz, 1996).

En Lo que se refiere a este trabajo, es pertinente hacer algunas
aclaraciones:

Primero: El análisis se circunscribe exclusivamente a la relación
del gobierno federal con los estados. Se deja fuera, pues, el del munici
pio y su relación con los dos ámbitos de gobierno restantes. Sin duda,
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este último es un elemento que debe estudiarse en el futuro, a fin de ha
cer un diagnóstico completo del federalismo fiscal en México. No obs
tante, creemos que, como primer paso, es importante investigar las po
sibles formas de descentralización fiscal de la federación hacia los
estados y, en una segunda etapa, lo concerniente al municipio.

Segundo: El documento parte de la idea de que una reforma en ma
teria de federalismo fiscal en México debe buscar, fundamentalmente,
incrementar el grado de responsabilidad fiscal. Como se comentó en
Sempere y Sobarzo (1994), a partir de las reformas al Sistema Nacional
de Coordinación Fiscal (SNcF) ocurridas después de 1980, el sistema
fiscal en su conjunto se ha tornado sin duda más eficiente, lo que ha per
mitido elevar los ingresos reales de los tres ámbitos de gobierno. Esto
último, aun considerando que el gobierno federal es todavía, con mu
cho, el principal actor en materia de gasto e ingreso.

Ahora bien, aunque ciertamente el grado de eficiencia se ha incre
mentado, existe la percepción generalizada de que persiste un índice
bajo de responsabilidad fiscal, ya que hay muy poca vinculación entre
ingreso y gasto en el ámbito estatal. El argumento central del docu
mento es, entonces, que si se quiere lograr una mayor responsabilidad
fiscal es necesario no sólo que los estados decidan y ejerzan un gasto
más importante, sino también que una buena parte de ese gasto tenga
una relación más estrecha con los ingresos fiscales originados en los
propios estados.

Tercero: Se busca que las reformas propuestas sean, entre otras co
sas, realistas y viables. Por ello se procura no caer en el recurso fácil de
sugerir una descentralización a ultranza, recurso que con frecuencia
ignora las fuertes restricciones tanto económicas como políticas al res
pecto. Como se verá, las propuestas mencionadas buscan diseñar me
canismos que permitan a los estados tener un mayor acceso a los recur
sos fiscales originados en su propio territorio, pero reconociendo al
mismo tiempo que la centralización fiscal también tiene beneficios y
que una descentralización excesiva puede resultar costosa. Tales pro
puestas, pues, más que delegar potestad tributaria a los estados —posi
bilidad que por supuesto no se desecha— buscan reducir el grado de de
pendencia financiera de las entidades federativas mediante el acceso
directo de éstas a los rendimientos territoriales de los impuestos más
flexibles y potentes.

En países como México, que se caracterizan por sus grandes desi
gualdades regionales, es particularmente necesario un gobierno fede
ral capaz de hacer frente a dichas disparidades, por lo que, más allá de
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cualquier reforma específica, parece ser necesario que el gobierno fede
ral disponga de recurs suficientes, y, más generalmente, que el go
bierno federal no sea rebasado por los gobiernos estatales. En este
sentido, la experiencia brasileña sugiere que una descentralización ex
cesiva, en un contexto en el que las instituciones de los gobiernos esta
tales no están suficientemente desarrolladas, puede resultar muy cos
tosa (véase Tanzi, 1995).

Cuarto: Las propuestas aquí formuladas tienen como base el plan
teamiento de que cualquier reforma que se ponga en práctica debe de
jar inalterada la carga fiscal total. Es decir, más que proponer nuevos
impuestos o tasas mayores que los ya existentes, se busca redistribuir
ingresos (y en consecuencia, gastos) entre ámbitos de gobierno. Desde
luego, no se descarta la posibilidad de aumentar tasas o crear impues
tos nuevos, pero tal opción implicaría proponer el ensanchamiento del
sector público, lo cual rebasaría los objetivos de este trabajo.

La conclusión central del documento es que el SNCF, en su versión
actual, debe desaparecer y dar paso a dos fondos, uno de los cuales dis
tribuiría recursos entre los estados, atendiendo sobre todo al criterio
recaudatorio, en tanto que el segundo, a cargo del gobierno federal, fun
cionaría como un fondo de compensación interterritorial, cuyo propósi
to sería atender las disparidades regionales.

En cuanto al primer fondo, que se encargaría de distribuir recur
sos de acuerdo con el criterio recaudatorio, tendría que incluir, como
criterio central, algán impuesto de base amplia. Se propone que dicho
gravamen sea el impuesto sobre la renta de las personas fisicas (ISRPF),

el cual, comparado con el 1VAy con el impuesto sobre la renta de las em
presas, es el impuesto de base amplia que ofrece menores dificultades.

Esto último es importante cuando menos por dos razones. En pri
mer lugar, en la discusión actual sobre la descentralización fiscal suele
argumentarse que el WA es un impuesto que debería ser descentralizado
total o parcialmente a los estados. En este documento, sin embargo, se
presentan argumentos en el sentido de que el mejor candidato es el
ISRPF. Por otra parte, las reformas propuestas sugieren que no basta
con descentralizar el gasto, y que para resolver el problema de una
manera integral es necesario un mayor grado de endogeneización del
gasto de los estados, lo cual sólo se logra reduciendo la dependencia fi
nanciera de los estados. Esto contrasta de manera importante con la re
ciente iniciativa del gobierno federal mexicano para descentralizar los
rubros de educación y salud pública hacia los estados, la cual carece de
toda vinculación con los ingresos estatales.

1
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La estructura del documento es la siguiente: la sección 1 contiene
una discusión y una breve revisión de los principales lineamientos en
materia de descentralización de ingreso y gasto planteados por la lite
ratura económica. En la sección 2 se analiza el actual SNCF y se propo
nen algunas reformas a éste como prerrequisito para modificaciones
más importantes. Estas propuestas de reformas de mayor envergadu
ra constituyen el contenido de la sección 3, la cual es complementada
con una discusión sobre las características que debe poseer un impues
to para ser candidato a descentralizarse. Esta discusión se extiende a
los principales impuestos de base amplia que existen en México. La sec
ción 4 propone algunas reformas. La sección 5 presenta un ejercicio de
simulación de una reforma. Finalmente, la sección 6 resume las princi
pales conclusiones del documento.

1. Relaciones intergubernamentales

1.1. Aspectos generales

A continuación se hará una breve descripción de los principales linea
mientos en materia de descentralización hacendaria planteados por la
literatura económica. Conviene hacer notar que no se pretende realizar
una descripción exhaustiva de la literatura sobre el tema, sino sola
mente destacar algunos principios generales.

Podría empezarse por definir las distintas funciones de la acción gu
bernamental en materia de ingreso y gasto. Una visión clásica de estas
funciones está dada por Musgrave (1984), quien clasiuica dicha acción en
tres funciones: a) asignativa, b) redistributiva, y c) de estabilización.

La función asignativa del gobierno es la que se halla ligada a la
provisión de bienes públicos, mismos que con frecuencia están geográ
ficamente limitados, por lo que las decisiones gubernamentales en re
lación con el suministro de estos bienes puede tener efectos importan
tes en la asignación de recursos. Es decir, los efectos en el bienestar de
la población serán distintos dependiendo de si es el gobierno federal o el
estatal quien se encarga de ejercer, por ejemplo, el gasto en educación o
salud. Es en esta función donde la interacción entre los ámbitos de go
bierno es más relevante.

Por su parte, las funciones de redistribución y estabilización son
generalmente aceptadas como responsabilidad del gobierno central.
En estas dos últimas funciones se ubican actividades como la política

monetaria, así como acciones regulatorias y de redistribución del in
greso.1Estas actividades están más allá de la influencia de las políticas
estatales o municipales, ya que su impacto no se restringe geográfica
mente a tales jurisdicciones, sino que las rebasa.2

Una de las ventajas de una política fiscal de carácter federal es
que, en situación de crisis, las economías de los diversos estados no tie
nen por qué verse afectadas de igual forma, ya que la federación actúa
como un medio de seguro ante el riesgo macroeconómico (véase Persson
y Tabellini, 1995). Un ejemplo de ello es cuando la moneda nacional se
devalúa. En este caso, los estados exportadores se benefician, en tanto
que los estados importadores resultan perjudicados. En un sistema
federal se podría, en principio, establecer transferencias entre estados,
mediante la movilización de recursos de los estados más beneficia
dos hacia las más perjudicados, reduciendo de esta forma el riesgo eco
nómico nacional.

Ahora bien, si las economías de los estados de una federación son
muy diferentes entre sí, acordar políticas fiscales federales se puede
volver políticamente más difícil. El establecimiento de políticas redis
tributivas, por ejemplo, probablemente sería apoyado por los habitan
tes de las regiones más pobres, pero seguramente resultaría rechazado
en las áreas más ricas. La política de subsidios a la agricultura se vería
favorecida por los votantes de regiones agrícolas, y sucedería lo contra
rio en otras regiones. Lo mismo pasaría con la política industrial. En
consecuencia, si los gobiernos tienen en cuenta las opiniones de los vo
tantes, será más fácil, políticamente hablando, que ciertas políticas las
realicen los gobiernos estatales, ya que así los efectos de las decisiones
recaerán sobre grupos más homogéneos que en el caso de que la deci
sión sea tomada por el gobierno central.

Al mismo tiempo, también por razones políticas, es conveniente
aumentar la responsabilidad fiscal de los estados. Si éstos reciben úni
camente transferencias federales para financiar sus gastos, no tienen
un aliciente para gastar en forma eficiente. Debe recordarse que en este
caso el costo político de recaudar recae sobre la federación, lo que oca

1E1 concepto “redistribución del ingreso” se refiere aquí a políticas de redistribución del in
greso asociadas a desigualdades ajenas a la provisión de bienes públicos. Las inequidades existen
tes que sí se asocian a la provisión de bienes públicos pertenecen a la función asignativa. En otras
palabras, la función asignativa sí se relaciona con la equidad, pero solamente en la medida en que
la inequidad tenga que ver con las acciones de recaudación y gasto. La inequidad originada en gra
dos desiguales de desarrollo entre regiones es atendida por la función redistributiva.

2 Los límites a la función redistributiva del ingreso son examinados en Feldstein y Vaillant
(1994) y en Burbidge y Myers (1994).
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sionaría que las autoridades estatales utilizaran esos recursos sin ser
conscientes de su costo. Un ejemplo de lo anterior es un sistema de
seguridad social centralizado en su financiamiento, pero en el que
los estados tienen influencia en la decisión sobre el gasto. En este con
texto es muy probable que los estados tiendan a usar el gasto para au
mentar el apoyo político.

Como se menciona arriba, existen algunos lineamientos muy ge
nerales respecto de la manera en la que se deben distribuir las acciones
de ingreso y gasto entre las tres esferas de gobierno. Más allá de esta
distribución de funciones, algo muy importante que debe considerarse
al momento de decidir quién debe gastar o ingresar, es la estructura in
formacional. Es decir, qué tan observables son estas acciones y, en con
secuencia, en qué medida se puede lograr un grado razonable de control
y vigilancia sobre las mismas. Cuando existen escasas posibilidades de
observar las acciones de gasto e ingreso y hay suficiente discrecionali
dad en torno a éstas es más probable que aparezcan la corrupción y la
ineficiencia.

Es, pues, importante preguntarse si un mayor federalismo fiscal
lleva o no a una mayor ineficiencia organizativa. Aquí hay dos puntos
que es necesario tener en mente. Primero, el aspecto de la corrupción.
Es decir, debe uno cuestionarse si la corrupción es un problema mayor
en los gobiernos locales. Por supuesto, la respuesta a tal pregunta es
una cuestión empírica que no resolveremos aquí. De hecho, existen po
siciones encontradas sobre este problema (véase Tanzi, 1995). El se
gundo elemento que debe tomarse en cuenta es el de la calidad de las
burocracias locales en comparación con la burocracia nacional o fede
ral. En general, se argumenta con frecuencia que la burocracia federal
está mejor preparada que la burocracia local, particularmente en paí
ses en desarrollo, en donde existen regiones fuertemente atrasadas.
Nuevamente, la respuesta a esta segunda interrogante es una cuestión
empírica.

En todo caso, lo que conviene resaltar es que, cualquiera que sea el
arreglo entre ámbitos de gobierno con respecto al gasto y al ingreso,
éste debe ser lo suficientemente flexible para adaptarse a los cambios
tecnológicos.

También es importante que en todos los niveles de gobierno se
cuente con sistemas de alicientes o incentivos a funcionarios para que
éstos realicen bien su labor. Además de permitírseles el menor grado
posible de discrecionalidad, se les deben estipular contratos de trabajo
que les hagan revelar su grado de eficiencia, con partes significativas
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de su salario basadas en su productividad. En términos más generales,
es importante desarroRar en forma sistemática una carrera de servicio
civil que premie la eficiencia burocrática y castigue la ineficiencia.

Por último, debe mencionarse que una posible causa de ineficien
cia en la descentralización radica en que el costo marginal de obtener
los recursos públicos puede ser distinto entre estados. Este costo es la
evaluación de las ineficiencias o las distorsiones causadas por obtener
una unidad de recaudación fiscal en un determinado estado. Si las dife
rencias mencionadas ocurriesen, se podría mejorar la eficiencia recau
datoria en la federación haciendo recaudar más a los estados con menor
costo marginal y menos a aquellos con mayor costo. La solución pro
puesta por Dahlby y Wilson (1994) es que se lleven a cabo transferen
cias entre los estados, para que el costo tributario marginal de proveer
bienes públicos se iguale entre ellos. Estas transferencias también se
justifican para evitar emigración fiscalmente inducida.

En lo que se refiere a la función propiamente asignativa, la cual es
el objeto de mayor interés en este estudio, se pueden hacer las siguien
tes consideraciones generales, iniciando con la parte del gasto.

1.2. Gasto

La “regla de oro” —si así se le puede llamar— de la teoría económica en
esta materia sugiere que el gasto gubernamental en servicios públicos
debe ser ejercido por aquel gobierno que tenga un mejor conocimiento de
las preferencias de la comunidad a la cual se destinan dichos servicios.
Más aún, se sugiere que sea la propia comunidad la encargada de fman
ciar los servicios referidos. Esto último se debe a que los individuos tie
nen una percepción más clara del destino de sus contribuciones, lo cual
le otorga una mayor responsabilidad fiscal al proceso.

Ahora bien, en la práctica esta regla se puede aplicar sólo parcial
mente, porque no siempre sucede que los beneficios de un bien público
coincidan con los límites geográficos de las jurisdicciones. Así, puede
ocurrir que un bien o un servicio público beneficie, además de a los po
bladores de un determinado lugar, a habitantes que no pertenecen a la

3En Canadá, por mandato constitucional, se debe dotar a los estados de suficiente capacidad
de proveer bienes públicos a grados de imposición comparables. Las transferencias entre los esta
dos, llamadas fiscal equalization grants (estudiadas detenidamente por Boadway y Flatters,
1982), se ven impuestas por la Constitución.
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localidad que los financia, creando así externalidades. Si tal es el caso, el
proveedor debería ser un ámbito superior de gobierno que fuese capaz
de internalizar dichas externalidades, es decir, hacer que los habitan
tes que no corresponden a dicha localidad, pero que se benefician, con
tribuyan a su financiamiento. Nótese que si el servicio beneficia a in
dividuos externos a la localidad que los financia es probable que haya
una subproducción del mismo. Por el contrario, si en lugar de un bien
público se produce un “mal”, es decir, una externalidad negativa (por
ejemplo, contaminación ambiental), existirá una tendencia a su so
breproducción. Así pues, lo que afecte a más de un municipio debe ser
recaudado o provisto por una entidad federativa. También lo que
afecte a más de un estado debe ser recaudado o provisto por el gobier
no federal.

Adicionalmente a la presencia de externalidades existen algunas
otras razones por las que se recomienda no necesariamente seguir la
regla de oro arriba mencionada. Por ejemplo, la presencia de economías
de escala sugiere que para ciertos bienes es más eficiente, desde el pun
to de vista de los costos, operar a una escala mayor que la necesaria
para atender las necesidades de una localidad en particular. Ejemplo
de esto es el sistema de distribución de agua potable para una zona co
nurbada que aglutina a dos o más ayuntamientos. De igual forma, des
de el punto de vista de los costos administrativos éstos pueden ser me
nores en algunos casos si es una sola entidad la que los controla. Por
tanto, no siempre es el gobierno local o municipal el más indicado para
la prestación de un bien o un servicio público.

Tomando en consideración los elementos anteriores, se puede de
cir que el gobierno central debería encargarse de servicios como defen
sa nacional, política monetaria y fiscal, política internacional, comercio
e inversión, redistribución,del ingreso, política de empleo, política de
regulación y fomento industrial. De hecho, tales áreas se reservan nor
malmente al gobierno central, ya que todas ellas tienen en común que
no se destinan a subregiones o localidades en particular, por lo que la pro
visión por parte de una autoridad municipal o estatal se antoja dificil. Es
pertinente señalar que en todas estas actividades resultaría costoso, e
incluso no deseable, excluir a ciertos grupos o individuos.

Existen algunos otros servicios en los que se recomienda la partici
pación del gobierno federal, pero en coordinación con los ámbitos esta
tal y municipal. Tal es el caso de educación, salud, bienestar social y po-

4 0, alternativamente, por una asociación de municipios distinta a la entidad federativa.
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lítica ambiental. En estos casos se recomienda que la federación
participe, para evitar disparidades entre las distintas regiones o enti
dades federativas. Sin embargo, se acepta que son las propias regiones,
y en algunos casos las comunidades, las que están en mejor posición de
hacer frente a dichos problemas.

Por último, los servicios locales normalmente deben asignarse a
los gobiernos municipales. Por supuesto, cuando los beneficios se ex
tienden a otras localidades éstas deben ser integradas al sistema de fi
nanciamiento del servicio.

Aunado con lo anterior, no debe descartarse la posibilidad de con
cesionar cierto bien o servicio público al sector privado. Cierta eviden
cia empírica sugiere que en algunos casos la concesión del suministro
de servicios públicos al sector privado se ha traducido en una mayor efi
ciencia. Se argumenta que en países en desarrollo, en los que es más co
mún la ineficiencia en algunos servicios públicos, la participación del
sector privado se justifica aún más que en los países desarrollados, ya
que puede ser útil desde el momento mismo en el que establece una re
ferencia en cuanto a costos y cobro de servicios (Shah, 1994). Es común
en México encontrarse con situaciones en las que simplemente se des
conoce cuánto cobrar por algunos servicios, pues se desconoce el costo
de los mismos.

1.3. Ingreso

Por lo que toca a los ingresos, si bien es cierto que tampoco existe una re
gla precisa, síes posible establecer algunos lineamientos generales que
se desprenden de la teoría económica en esta materia y/o de la experien
cia internacional. Al respecto, podrían mencionarse dos grandes re
glas: en la medida de lo posible, debe procurarse establecer una clara
relación ingreso-gasto. Es decir, hasta donde sea posible es deseable
que el contribuyente sepa cuál es la fuente de financiamiento que co
rresponde a determinado bien o servicio público, lo cual fortalece la lla
mada responsabilidad fiscal. De acuerdo con este criterio, es deseable
que las comunidades dispongan de fuentes de ingresos propias que les
permitan financiar una buena parte de sus gastos. Ahora bien, esta re
gla tiene sus límites, ya que, por ejemplo, en el caso de algunos impues
tos sobre factores de alta movilidad el candidato ideal para recaudar es
el gobierno central.

Por otra parte, cuando se trata de impuestos a factores de alta mo-
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vilidad, como el capital y el trabajo, el gobierno central es el más indica
do para llevar a cabo la recaudación, a fin de evitar distorsiones en
la movilidad. Tal es el caso, por ejemplo, del impuesto a la renta de las
empresas y, tal vez en menor medida, del impuesto al ingreso de
las personas físicas. Por el contrario, aquellos factores de poca o nula
movilidad, como la tierra, pueden y deben ser gravados por los gobier
nos locales. El criterio central de este segundo lineamiento es reducir
al máximo posible las distorsiones en la asignación geográfica de re
cursos que algunos impuestos pueden ocasionar, como producto de la
competencia tributaria entre regiones.

En este punto es necesario aclarar el significado del término “mo
vilidad”. La movilidad de una industria depende de la inversión especí
fica e irrecuperable que se ha tenido que hacer para poder actuar en un
territorio determinado, y por tanto de la que tendría que hacer para poder
desplazarse a otro territorio. Este monto es afectado por factores fisca
les en cuanto a la reducción o el incremento del costo de la inversión,
mediante el recurso de permitir deducciones de amortizaciones acele
radas de la inversión, o bien, mediante cambios en el gasto público local
en infraestructura.

Algunos de los factores que no dependerían de aspectos fiscales es
pecíficos serían la proximidad a los clientes y a los proveedores, y cier
tas legislaciones locales que establecen, por ejemplo, estándares tecno
lógicos poco contaminantes.

Otro factor proveniente del lado de la industria es el ingreso neto
de impuestos que ésta obtiene. Dicho ingreso puede ser modificado
por las tasas de los impuestos que afectan la estructura de la demanda
hacia los bienes o servicios de la empresa, por ejemplo el IVA, y por los
impuestos que gravan directamente el rendimiento, como el impuesto
sobre el ingreso.

Cuando la teoría de competencia fiscal habla de inducir movili
dad, se refiere a si —tomando los demás factores como dados— al des
plazar las plantas productivas a otro estado la inversión se abarata
suficientemente o bien si se aumenta lo suficiente el rendimiento todo
ello por razones fiscales. Lógicamente, esa inducción de movilidad
de bases será mayor para empresas más móviles en el sentido definido
en párrafos anteriores. Sin embargo, comprobar si el desplazamiento de
bases entre estados tiene una fuente fiscal y no de otro tipo es algo muy
difícil.

Por otra parte, los costo de movilidad que estamos mencionando
implican un mayor costo fiscal para el estado que quiere atraer la inver
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sión (en tanto debe otorgar condiciones fiscales más ventajosas) que el
que tiene que asumir di estado que sólo quiere conservar tal inversión.
Este hecho da un cierto margen de maniobra fiscal a los estados.

Esteban (1991), por ejemplo, señala que, al menos en la Comuni
dad Europea, los individuos son poco móviles, toda vez que existe en
ellos una fuerte identidad regional.

En el caso del capital no hay una conclusión clara. De hecho, debe
distinguirse entre grados de movilidad. En las distintas partes de la in
dustria del transporte, por ejemplo, los camiones de gran tamaño para
el transporte internacional, los cuales usan tecnología estándar, serían
perfectamente móviles; mientras que los transportes locales, sujetos a
regulaciones ambientales, de tamaño y otras, igualmente de carácter
local, serían poco móviles. Por su parte, los transportes industriales,
que dependen de cierta tecnología e infraestructura y de la proximidad
de los consumidores, serían medianamente móviles. La movilidad de
pende, pues, de muchos factores, como la infraestructura disponible, la
proximidad de los mercados, los proveedores, la legislación existente,
etcétera.

Claramente cuando se refiere al impuesto sobre el ingreso éste tie
ne unos componentes más sensibles que otros ante los cambios en las
tasas impositivas. El capital financiero es notoriamente más sensible
que otro tipo de capitales, como el físico o el humano, ante los cambios
en las tasas impositivas.

El fenómeno de la competencia fiscal es un resultado directo de la
movilidad de factores. En un extremo, silos factores capital y trabajo fue
ran perfectamente móviles, y al mismo tiempo las jurisdicciones —esta
dos— fuesen libres de fijar la tasa que los grava, lo más probable sería
que, en el afán de atraerlos, se creara una competencia en tasas de tal na
turaleza que la tasa final podría resultar muy baja, con la consecuente
caída en la recaudación (véase por ejemplo, Mintz y Tulkens, 1986).

Por supuesto los resultados anteriores son bastante criticables.
En primer lugar porque parten del caso hipotético de que la movilidad
es perfecta. También presuponen que el cambio de ubicación no implica
costos, o bien, que el valor de las tasas (y su diferencial) los incorpora
ya. Además desestiman cualquier posibilidad de comunicación y coope
ración entre los estados, posibilidad que podría concretarse silos gober
nadores pertenecieran al mismo partido o si existiera entre los gobier
nos estatales una interacción sistemática que los hiciera conscientes de
la necesidad de coordinar sus acciones.

En algunas otras circunstancias los aspectos administrativos de-
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terminan qué ámbito de gobierno debe encargarse de la recolección y la
administración. En el caso del IVA, por ejemplo, se recomienda que sea
el gobierno central el que lo recaude, ya que es muy dificil que la recau
dación se lleve a cabo regionalmente. Por el contrario, en el caso de un
impuesto sobre ventas, es mucho más sencillo que sea el gobierno esta
tal el que lo recaude y lo administre.

Desde luego, las reglas antes mencionadas son sólo lineamientos
generales que no tienen necesariamente por qué respetarse. Su aplica
ción dependerá del contexto particular del que se trate. Es común, por
ejemplo, que en algunos impuestos (como el impuesto sobre la renta
que grava a las personas fisicas) se practique concurrencia fiscal, con lo
cual, si bien es cierto que el gobierno central evita distorsiones mante
niendo el control de las tasas, los gobiernos estatales y/o locales partici
pan en la recaudación.

2. El Sistema Nacional de Coordinación Fiscal en México

2.1. Aspectos generales

Como se mencionó en la sección anterior, si el propósito último es bus
car que el sistema fiscal sea no sólo eficiente y equitativo, sino que con
tenga también un grado mínimo de responsabilidad fiscal, es necesario
que se establezca un cierto grado de vinculación entre el gasto y el es
fuerzo recaudatario de los estados.

En la sección siguiente se verán dos formas posibles de lograr esto.
Sin embargo, en el caso de México, un requisito previo para que las re
formas que se propongan tengan viabilidad es modificar el actual Siste
ma Nacional de Coordinación Fiscal (SNcF).

Como se señala en Sempere y Sobarzo (1994), el actual SNCF cons
tituye un avance importante en términos de eficiencia, ya que la base
tributaria y la recaudación han crecido, particularmente a partir de
1980 con la introducción del IVA. Como ejemplo de lo anterior, en 1996
los estados recibieron 20% de la recaudación federal en forma de parti
cipaciones.

El actual SNCF establece la siguiente fórmula de reparto: 45.17%
se distribuye en función de los llamados impuestos asignables territo

5En 1980 este mismo porcentaje fue de 13 puntos.
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rialmente; otro 45.17%, con base en el número de habitantes por esta
do, y el restante 9.66, en relación inversa a los criterios anteriores.

Si bien es cierto que persiste un grado importante de desequilibrio
horizontal, y no obstante lo inexacto de las formas de medir este dese
quilibrio, la evolución del SNCF ha privilegiado en forma muy impor
tante el criterio de la necesidad del gasto en la distribución de sus re
cursos, ya que la fórmula de reparto de las participaciones le otorga un
peso importante al criterio poblacional. Este criterio trata, al mismo
tiempo, de aproximar el principio de justicia de que todos los ciudada
nos tienen derecho a la misma cantidad y calidad de bienes y servicios
públicos. Sin embargo, no considera que los costos de provisión pueden
ser distintos entre regiones.

En la sección siguiente se verá que, para lograr una mayor respon
sabilidad fiscal, el primer criterio debería, al menos, incluir algún im
puesto de base más amplia que reflej ara mejor la base tributariay el po
tencial recaudatorio de los estados.

Bajo el sistema actual, es indudable que los estados con mayor re
caudación estarán pugnando siempre por un incremento en el coefi
ciente del criterio recaudatorio, en tanto que los estados más poblados
lucharán para subir el coeficiente del segundo criterio (el poblacional).

Esta situación surge del simple hecho de que en una misma fórmu
la se mezclan dos criterios contrarios, de tal manera que siempre será
cierto que dicha fórmula penaliza en cierta medida a los estados que,
por su alto ritmo de actividad económica, poseen un potencial recau
datorio importante. En palabras simples, con la persistencia de esta
fórmula las regiones económicamente más avanzadas seguirán argu
mentando que fuera del sistema fiscal seguramente recaudarían mu
cho más ingresos que los que reciben por concepto de participaciones.

Es importante hacer notar que esta inestabilidad del sistema no se
corrige con incrementos en el monto de las participaciones que se otor
gan a los estados. Ya se mencionó que actualmente la federación les
participa 20% de los ingresos tributarios federales. En el hipotético
caso de que este porcentaje creciera, subsistiría el efecto de penaliza
ción antes mencionado.

Así pues, ¿qué puede hacerse frente a esta situación? Una solución
extrema sería que la fórmula de reparto se basara exclusivamente en el
primer criterio, es decir, que las participaciones a los estados se distri
buyeran sólo con base en algún indicador del potencial o el esfuerzo re
caudatorio. Este podría medirse a partir de la diferencia entre un de
terminado objetivo recaudatorio y la recaudación estatal efectiva
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(véase Zabalza, 1994). Este extremo, sin embargo, es muy poco realista
si se considera el fuerte grado de inequidad en el desarrollo que se ob
serva entre las distintas regiones del país.

Si se adoptara esta solución, es obvio que las regiones económica
mente atrasadas, cuya base tributaria es muy reducida, verían caer
fuertemente sus ingresos, de modo que el sistema sólo induciría un de
sarrollo más dispar que el actual.

Obviamente, el otro extremo sería que la fórmula de reparto se ba
sara únicamente en el segundo criterio, es decir, el poblacional. Una
forma particular que se podría adoptar para aproximarse a la necesi
dad del gasto sería que la distribución del monto participable se calcu
lase de tal forma que la participación per cápita fuera igual en todos los
estados.6

Esta segunda solución extrema, sin embargo, acentuaría el men
cionado problema de la inestabilidad, ya que implicaría que los estados
más avanzados transfirieran una fuerte cantidad de recursos a los más
atrasados.

Parece, pues, evidente que ninguno de los extremos es sostenible,
como tampoco lo es cualquier punto intermedio. De hecho, el actual
SNCF adopta un punto intermedio entre estos extremos, pero, como ya
se vio, el problema de la inestabilidad persiste.

Se verá más adelante que el SNCF requiere de varias reformas que,
en última instancia, lo acerquen más a un Sistema Nacional de Coordi
nación Hacendaria (SNCH), es decir, que considere conjuntamente la
distribución de ingresos y gastos. Ello será objeto de análisis en la si-
guiente sección.

La propuesta más concreta que se hace en este trabajo, como pre
rrequisito para realizar reformas de fondo, es simplemente que el crite
rio poblacional se elimine, y que lo participado se determine en función
de un mejor indicador que el actual (impuestos asignables territorial-
mente), en términos de esfuerzo recaudatorio. Así pues, una nueva ley
de participaciones distribuiría los fondos solamente con base en un in
dicador del esfuerzo recaudatorio que incorpore un impuesto de base
amplia. De manera paralela, se constituiría un fondo de compensación
territorial, administrado por el gobierno federal y cuyo objetivo sería

transferir recursos a las entidades con un criterio de equiparación en
tre regiones.

Este aspecto del sistema propuesto, a diferencia del actual, daría a
la federación mayor libertad para diseñar un sistema de transferencias
que realmente atacara los problemas de pobreza o inequidad. El siste
ma actual no necesariamente identifica los problemas de pobreza o me
quidad entre los estados como lo que realmente son, es decir, como po
breza o inequidad entre individuos.7Por otra parte, las modificaciones
sugeridas permitirían también una coordinación —hasta ahora inexis
tente— entre lo participado con el criterio de equidad y el gasto del go
bierno federal que busca atacar el problema de la desigualdad.

Además esta propuesta tiene su fundamento en que una distribu
ción per cápita de los fondos atendería a un criterio dejusticia sólo si los
costos de recaudación entre regiones fueran iguales. Es importante
mencionar en este sentido que en los costos de recaudación se incluyen
no sólo los aspectos administrativos, sino también las distorsiones en la
actividad económica resultantes del sistema fiscal.

Nuestra propuesta elimina el problema de la inestabilidad al que
se hizo alusión, toda vez que, en lo sucesivo, y dependiendo de los por
centajes, sería claro que los estados con mayor recaudación verían que
sus recursos están en algán grado vinculados ya sea con su recaudación
o con su esfuerzo recaudatorio.

Debe mencionarse que dicha propuesta debe ser vista como el es
cenario ideal. Sin embargo, por la magnitud de los cambios que implica,
es conveniente plantearla como una reforma gradual. Nosotros plan
tearíamos una reforma en la que inicialmente se mejoren los criterios
actuales, de forma que se incorpore un mejor indicador del esfuerzo re
caudatorio y se mantenga el criterio poblacional. En una etapa poste
rior, las proporciones deberían modificarse para que el esfuerzo recau
datorio sea el principal determinante del monto participado a cada
entidad federativa.

6 hacer notar que, en sentido estricto, una distribución per cápita similar no sería nece
sariamente la más equitativa, sise tiene en mente que las regiones tienen grados de desarrollo de
sigual. La infraestructura existente, por ejemplo, es muy distinta entre regiones, y lo mismo se
puede decir de la educación y de otros factores. En la práctica, sin embargo, es más dificil obtener
indicadores confiables de necesidad de bienes públicos entre regiones.

7 el esquema actual parecería que el problema de la inequidad se ataca en dos frentes, no
necesariamente relacionados entre sí. Por un lado, se busca disminuir la desigualdad distribu
yendo participaciones a los estados en función del criterio poblacional. Por el otro, en el reparto del
gasto del gobierno federal, particularmente de la inversión pública federal, es común encontrar
también el criterio de equidad en forma explícita.
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2.2. Reformas recientes

Durante 1995 y 1996 se introdujeron algunas reformas en materia de
transferencia de potestades tributarias, así como de gasto de la federa
ción en estados y municipios.

Por el lado del ingreso, como ya se señaló, en 1996 se incrementó el
fondo general de participaciones, al pasar de 18.5 a 20%. Este aumento
representó en promedio un incremento de 8% en los ingresos que por
este concepto percibían las entidades federativas.

Igualmente, a partir de 1996 la federación entrega a los estados
20% de la recaudación por concepto de impuestos a bebidas alcohólicas,
así como 8% de los impuestos al tabaco.

En lo que se refiere a transferencias de potestades tributarias, des
de 1996 los estados tienen la posibilidad de gravar los servicios de hos
pedaje, y a partir de 1997 el gobierno federal cederá a las entidades
federativas la potestad de establecer impuestos sobre automóviles nuevos
y tenencia o uso de vehículos. Asimismo, el impuesto sobre adquisición
de inmuebles, que hasta 1995 fue federal, se abrogó en 1996, y desde en
tonces se permite que los estados lo diseñen de manera autónoma.

Finalmente, en el área impositivo-administrativa se establece
una mayor participación estatal, pues se permite a las entidades fede
rativas llevar a cabo actos de fiscalización en torno al TSR y al impuesto
al activo, adicionalmente a la participación que ya tenían en la fiscali
zación del IVA. La idea central de estos nuevos mecanismos de colabora
ción administrativa es, mediante el acceso a los recursos resultantes de
la fiscalización, dar incentivos económicos a los estados para reducir la
evasión fiscal.

En materia de gasto se ha hecho un esfuerzo de descentralización
relativamente mayor que en lo concerniente a los ingresos. Destaca al
respecto la descentralización del ramo XXVI, antes conocido como Pro
nasol y ahora denominado Fondo de Desarrollo Municipal. El 65% de
este fondo se descentralizó hacia estados y municipios, y su asignación
se basó esencialmente en indicadores de rezagos en infraestructura so
cial y de pobreza.

Cabe subrayar que este proceso apenas ha iniciado y que aún no es
del todo claro el grado de autonomía con el que contarán los municipios
para su ejercicio, no sólo porque existe cierto grado de condicionamien
to en el área de gasto, sino también porque los mecanismos de partici
pación estatal y municipal pueden provocar algunos problemas opera
tivos al momento de ejercer el gasto.

Elementos económicos de una propuesta de reforma

En el área de salud se aceleró la transferencia de funciones y re
cursos a los gobiernos de los estados, y se han iniciado también acciones
para transferir recursos destinados a mantenimiento de carreteras,
obras rurales e hidráulicas y apoyo al sector agropecuario, entre otros
ámbitos.

Estos esfuerzos de descentralización en materia de gasto, auna
dos con la descentralización educativa puesta en marcha en 1992, son
importantes debido al monto de los recursos involucrados; sin embargo
no establecen que los estados deban asumir el costo de la recaudación,
lo que podría reducir aún más el grado de responsabilidad fiscal. En el
plano más práctico, debe decirse que todavía es muy prematuro eva
luar estas medidas, ya que algunas de ellas están todavía en forma de
proyectos y aún no se han explicitado sus mecanismos de operación.

3. Vías para aumentar el grado de responsabilidad fiscal

En esta sección se discutirá cómo se puede diseñar un sistema de parti
cipaciones que involucre más a los estados en un esfuerzo recaudatorio
tal que, a fin de cuentas, les permita financiar una mayor parte de sus
gastos con recursos propios. En otras palabras, un sistema que endoge
fice una parte importante de los gastos de los estados, de manera que
las participaciones y/o los ingresos se liguen a una base impositiva am
plia. Actualmente, el esfuerzo recaudatorio se determina sólo en fun
ción de los impuestos asignables territorialmente, cuya base es reducida
y por tanto no siempre refleja la base impositiva real de los propios es
tados.

En México los impuestos de base amplia son tres: a) el impuesto
sobre la renta de las empresas (ISRE), b) el impuesto sobre la renta de
las personas físicas (ISRPF) y c) el impuesto al valor agregado (IVA). En
consecuencia la discusión se centrará en las ventajas y las desventajas
que estos tres impuestos ofrecen en caso de que se descentralizara la to
talidad o una parte de los mismos a los estados.

Antes de entrar en materia, deben subrayarse dos aspectos: en
primer lugar, aunque la discusión se centra en la posible descentraliza
ción total o parcial de alguno de los tres impuestos mencionados, la pro
puesta final no es forzosamente delegar del todo la potestad tributaria a
los estados —cosa que sería posible—, sino proponer algún esquema de
concurrencia impositiva que involucre más a las entidades de la federa
ción o, al menos, haga depender su ingreso de la recaudación potencial.

Jaime Sempere y Horacio Sobarzo
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Aunque no se excluye la posibilidad de una delegación total, se busca
proponer una reforma que implique los menores cambios legales po
sibles al sistema actual, ya que ello le confiere mayor viabilidad a la
propuesta. Es decir, se busca reducir la dependencia financiera de
los estados mediante el acceso directo de éstos a los rendimientos te
rritoriales de los impuestos más flexibles y potentes. En otras pala
bras, impuestos de base amplia. En segundo lugar, los cambios pro
puestos implican sin duda dificultades de orden administrativo que
deben tomarse en cuenta. Estas dificultades serán analizadas en la si
guiente sección.

3.1. Impuestos de base amplia

En la sección 1.2 se discutió muy brevemente qué elementos deben con
siderarse cuando se descentraliza un impuesto. Como veremos, algu
nos impuestos son mejores candidatos que otros a dicho procedimiento.
En lo que resta de esta sección se analizarán particularmente los tres
impuestos de base amplia que existen en México, en cuanto a su even
tual descentralización, y se intentará determinar cuál de ellos ofrece
menos problemas al respecto.

Es importante reiterar que cuando se habla de descentralizar un
impuesto no necesariamente se alude a una descentralización de la po
testad tributaria. Más bien la idea es diseñar una fórmula de reparto
que involucre más a los estados. En otras palabras, se propone reducir
la dependencia financiera de las entidades federativas mediante el ac
ceso directo de éstas a los rendimientos territoriales de los impuestos
más flexibles y potentes.

3.1.1. El Impuesto Sobre la Renta de las Personas Físicas

Es realmente difícil determinar si este impuesto origina competencia
fiscal o no. Ello depende del grado de movilidad de su base gravable, y
sus distintos componentes presentan características muy diferentes.
En última instancia, se trata de una cuestión empírica, para la cual se
carece de información. No obstante, es factible suponer que existen
márgenes dentro de los cuales la tasa entre regiones puede variar sin
necesariamente crear desplazamientos.

Desde luego que el impuesto no está exento de problemas de terri

torialidad, particularmente en lo que se refiere a rentas de capital, ya
que un mismo indivicNio puede percibir ingresos (dividendos) de em
presas asentadas en más de una entidad, lo cual es menos probable en
el caso de los ingresos procedentes del trabajo.

3.1.2. El Impuesto Sobre la Renta de las Empresas

Un aspecto importante que hace poco descentralizable a este gravamen
es el hecho de que con frecuencia las empresas operan en varias entida
des, por lo que su fiscalización regional puede ser muy complicada. La
existencia de empresas que operan en varios estados hace dificil su impu
tación territorial. Por otro lado, en México este impuesto se recauda
atendiendo a un principio de residencia de la empresa matriz, lo que
hace aún más dificil su descentralización.

Por otra parte, la distribución de su base puede resultar territo
rialmente poco homogénea, ya que es frecuente encontrar zonas espe
cializadas (agrícolas, industriales, residenciales, etcétera).

Desde el punto de vista de sus efectos sobre la competencia fiscal,
es sin duda el impuesto (subsidio) típico usado por los gobiernos para
atraer empresas, por lo que, muy probablemente, su descentralización
daría origen a este tipo de competencia. Esto resulta particularmente
cierto en un país en el que escasea el capital.

3.1.3. El IVA

Quizás el gran problema del IVA, para efectos de descentralización, ra
dica en el hecho de que, en su fase minorista, sólo se ingresa el importe
correspondiente al valor que se agregó en esta última fase y no la totali
dad del impuesto. En otras palabras, el que un bien se venda al consu
midor final en cierta región no implica forzosamente que todo el valor
agregado se haya generado en esa región. Un hecho muy común es que
los insumos y algunas partes del proceso de producción tengan como
sede otras regiones. Ello, aunado con el hecho de que el IVA no distingue
administrativamente la fase minorista del resto, hace muy dificil su
imputación territorial.

Otro factor que dificulta la imputación territorial del IVA es la exis
tencia de grandes minoristas multiestatales. Por otro lado, en México
la declaración de este impuesto se hace de acuerdo con el criterio de re-
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sidencia fiscal de la empresa matriz, independientemente de dónde se
hayan realizado las ventas. Como consecuencia de todo lo anterior, la
recaudación regional no coincide con el IVA pagado por sus residentes.

En suma, en lo que respecta a los tres impuestos de base amplia
aquí examinadas, todo parece indicar que, con mucho, el candidato que
ofrecería menores dificultades para su descentralización sería el ISRPF.
Se srio ya que el ISRE y el IVA presentan problemas que hacen dificil, sino
imposible, su imputación territorial, lo cual originaría además un pro
blema de competencia fiscal.

Así pues, en la siguiente sección se desarrollará una breve discu
sión en torno a cómo se podría diseñar en la práctica un esquema de des
centralización basado en el ISRPF. Dicho esquema, por supuesto, no está
exento de problemas, por lo que se estudiarán, también brevemente, al
gunas de sus dificultades potenciales y se evaluará su impacto.

4. La descentralización del ISRPF

Ya se mencionó que entre los impuestos de base amplia, el ISRPF es el
que ofrece menos dificultades y, de hecho, mayores ventajas en térmi
nos de la responsabilidad fiscal. Particularmente se indicó que es un
impuesto de base amplia, perceptible y poco exportable. Cabe agregar
que ofrece también la ventaja de que existe una amplia experiencia en
otros países que practican la concurrencia impositiva en torno a este
gravamen.

Es importante adelantar que una reforma como la que se plantea
en esta sección implica un papel más activo por parte de las administra
ciones tributarias de los estados, lo cual conlieva cambios administrati
vos que será necesario tomar en cuenta.

La descentralización del ISRPF podría abordarse en dos modalida
des. La primera de ellas consistiría en diseñar un esquema en el que los
estados tuvieran acceso a los rendimientos territoriales de este im
puesto mediante algún porcentaje sobre la recaudación total por con
cepto del mismo. La segunda sería permitir que los estados participaran
con un tramo impositivo o un recargo en la tasa del impuesto. Ambas al
ternativas ofrecen ventajas e inconvenientes, los cuales se analizan en
el siguiente apartado.

4.1. Acceso a los rendimientos territoriales del ISRPF

Bajo esta modalidad se plantea que los estados tengan acceso a un por
centaje de los rendimientos territoriales del ISRPF, es decir, un porcen
taje sobre la recaudación efectiva, una vez hechas las deducciones co
rrespondientes.

Es importante hacer notar que esta primera propuesta no altera la
carga fiscal total, ya que solamente plantea que los estados reduzcan
sus ingresos por concepto de participaciones del gobierno federal, a
cambio de retener un monto similar de la recaudación por concepto de
ISRPF efectuada en su territorio.

Ahora bien, la puesta en práctica de este esquema plantea modifi
caciones, pues, si el porcentaje de participación fuera el mismo para cada
entidad, resultaría que, con el paso del tiempo, las entidades con mayor
ingreso mejorarían relativamente más que las regiones con un ingreso
más bajo. Un fondo de compensación interterritorial podría evitar fuer
tes diferencias de recaudación per cápita en el largo plazo.

Una característica adicional de este esquema es que, en la medida
en que la definición de bases, tasas y exenciones se mantuviera a cargo
del gobierno federal, la evolución de los ingresos de los estados conti
nuaría fuertemente supeditada al mismo.

Este problema, si bien no se puede eliminar, sí podría por lo menos
reducirse si, quizás a través de los cuerpos legislativos, se involucrara
más activamente a los estados, no sólo en el establecimiento del porcen
taje de participación, sino también en el diseño de la política impositiva
en materia de ISRPF

A pesar de las desventajas arriba apuntadas, el esquema plantea
do posee la virtud de que, con el paso del tiempo, los estados tendrían
una relación más estrecha entre sus ingresos propios y su gasto. En
todo caso, la gran ventaja de esta primera propuesta es su sencillez, ya
que, si bien puede implicar algunos cambios legales, éstos no serían
sustanciales, y quizás podría pensarse en una interpretación un poco
más amplia que la actual Ley de Coordinación Fiscal.

Para darnos una idea de los recursos involucrados, en la siguien
te sección se presenta un ejercicio numérico en torno a la reforma
planteada.
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4.2. Un tramo estatal en la tarifa del ISRPF

Este segundo esquema sugiere establecer un tipo impositivo autónomo
de los estados en el ISRPF, es decir, una tasa estatal fija que recaiga en el
ingreso de las personas físicas. Obviamente, podría pensarse en un car
go adicional al ISRPF de la federación. Sin embargo, ello implicaría un
aumento de la carga fiscal total. Alternativamente, podría plantearse
la reducción de algunos puntos del ISRPF federal, así como de las parti
cipaciones distribuidas, a cambio de la creación de este nuevo tramo.
La idea sería estimar los cambios en las tasas que resultarían necesa
rios para que la carga fiscal total permaneciera inalterada.

Nótese que en esta segunda propuesta se plantea una tasa sobre la
base impositiva (ingreso), en tanto que en el esquema anterior se pro
pone un porcentaje sobre la recaudación.

Si bien en algún sentido hay puntos de similitud entre ambos es
quemas, como la evolución temporal de las bases, la homogeneidad o
heterogeneidad y los problemas de gestión, una diferencia importante
es que en esta segunda propuesta los efectos de la progresividad no in
fluirían la evolución de los diferenciales de recaudación per cápita, los
cuales se originan en una evolución temporal dispareja de las bases
gravables de los estados.

Aunado con lo anterior, esta segunda propuesta posee otra ventaja
sobre la primera: garantizaría que los estados tuvieran alicientes para
ampliar su base gravable, ya que ello aumentaría sus ingresos.

Por último, una tercera ventaja es que con el segundo esquema se
lograría una mayor perceptibilidad, ya que, al hacer su declaración, el
contribuyente tendría claro qué parte de los impuestos pagados va al
gobierno estatal y qué porcentaje corresponde al gobierno federal. Asi
mismo, se solucionaría el problema de las retenciones, las cuales serían
ahora fácilmente territorializables en función del domicilio fiscal del
contribuyente, pues éste mismo las ingresaría en la oficina de impues
tos del estado correspondiente.

4.3. Aspectos de administración tributaria

Para que tengan un efecto importante sobre la responsabilidad fiscal,
las propuestas anteriores requieren, sin duda, algún grado de partici
pación de los gobiernos fiscalmente corresponsables. En otras pala
bras, para quela corresponsabilidad fiscal sea efectiva es necesario que
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tanto los gobiernos estatales como el gobierno central participen en al
guna medida en la gestión y el control de los impuestos.

Sin embargo, todo parece indicar que una gestión y un control en
los que participen varios ámbitos de gobierno conllevan, por un lado, el
inconveniente de que la presencia de varias administraciones proba
blemente incrementa los costos para el contribuyente y, por otro lado,
en la medida en que participan varias administraciones, puede suceder
que desaparezcan las economías de escala asociadas a la gestión y con
trol a cargo de un solo ámbito de gobierno, que en el caso de México, es
actualmente el gobierno federal.

¿Cómo pueden pues hacerse compatibles estas dos situaciones,
esto es, involucrar a los distintos niveles de gobierno en la administra
ción, el control y la gestión, pero al mismo tiempo aprovechar las venta
jas que ofrece el hecho de que estas funciones las tenga a su cargo un
solo ámbito de gobierno?

Una posible solución a este dilema sería contratar una agencia
tributaria que se encargara de estos procesos y en cuyos órganos rec
tores participaran no sólo el gobierno federal, sino también los gobier
nos estatales. El grado de participación de cada uno de estos ámbitos
de gobierno estaría, sin duda, determinado por el grado de participa
ción de los mismos en la recaudación total. Es decir, su representativi
dad estaría asociada con su grado de participación en el proceso recau
datorio.

Cabe hacer notar que si en una agencia tributaria participara
como órgano rector sólo el gobierno federal, se anularía una de las gran
des ventajas de contratar una agencia de esta naturaleza: la posibili
dad de cooperación entre los distintos ámbitos de gobierno.

Más allá de la ventaja antes señalada, una agencia tributaria ofre
ce el beneficio de que permite separar los componentes tanto técnico
como político en el proceso de cobranza de impuestos. Lo anterior, con el
prerrequisito de que la asignación de la licencia del monopolio recauda
dor se realice mediante un mecanismo de subasta adecuado y, en la me
dida de lo posible, alejado de criterios políticos.

Por último, un elemento que requiere ser analizado cuidadosa
mente, es la existencia de acuerdos tributarios internacionales previos
que, en algún momento, pudieran constituir un impedimento a las re
formas propuestas. Por ejemplo, en la segunda propuesta, referida a la
eventual participación de los estados con un tramo impositivo, si dicho
tramo fuera adicional a la tasa federal ya existente sería probable que
algún tratado preexistente en materia de homologación tributaria eh-
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minara tal posibilidad. Sin duda, estas probables vicisitudes deben ser
consideradas con detalle.

5. Un ejemplo numérico de reforma

En la sección anterior se discutió cómo se podría descentralizar alguna
parte de la recaudación por concepto del ISRPF’, y esencialmente se plan
tearon dos propuestas. La primera consiste en permitir que los estados
retengan algún porcentaje de la recaudación federal por el concepto
mencionado. La segunda propuesta es que se permita a los estados par
ticipar con algún tramo impositivo en la recaudación del ISRPF. Al mar
gen de las diferencias en términos de progresividad que ya se comentaron,
la segunda propuesta le imprime un mayor grado de responsabilidad
fiscal al proceso, ya que involucra directamente a los estados en la fija
ción de sus propias tasas impositivas.

En esta última sección se plantean algunos ejercicios numéricos
sencillos para ilustrar la magnitud de los recursos involucrados en las
propuestas. Conviene hacer tres aclaraciones sobre el particular. Pri
mero: la información respecto de las bases impositivas por estado no
existe, por lo que fue preciso hacer algunas aproximaciones y supuestos
que se explicitan en cada caso. Segundo: los porcentajes propuestos son
arbitrarios. Más que una propuesta concreta para su aplicación, se bus
ca hacer únicamente un ejercicio numérico que sirva para ilustrar la
magnitud de los recursos que las propuestas implican.

Lo que se podría llamar la primera propuesta de reforma consiste
en que los estados retengan un determinado porcentaje de la recauda
ción por concepto del ISRPF, mismo que la federación deduciría de sus
participaciones. Concretamente, se propone que 50% de lo participado
se distribuya con base en la población, y que los estados retengan un
porcentaje de lo recaudado por ISRPF equivalente a lo que se distribui
ría si se repartiera 50% de las participaciones usando el criterio de los
impuestos asignables (53.2% de lo recaudado por ISRPF).

Cabe mencionar que se partió de la suposición de que la recauda
ción nacional por ISRPF tiene una distribución territorial similar al Pro
ducto Interno Bruto (PIB) por estado.

Antes de analizar este cuadro conviene aclarar que se calcularon
las bases estatales del ISRPF. Para ello se tomó como base nacional la re
portada por la Encuesta Nacional de Gasto e Ingreso de los Hogares de
1989 (INEGI, 1992) en el caso de los ingresos por fuentes. La tasa efecti
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va resultante fue de 22%. Se supuso que esta tasa fue aplicada en todos
los estados, y se hizo la &ctualización para 1990. Aquí se está presupo
niendo que la evasión fiscal es la misma en todos los estados y que las
bases gravables de los estados no varían con las tasas (o, lo que podría
ser equivalente, que el gobierno federal redujo su tasa promedio en un
porcentaje similar a la sobretasa aplicada).

Este ejercicio se muestra en el cuadro 1, y las diferencias entre los
esquemas vigente e hipotético se describen en la última columna del
mismo cuadro. (Debe tenerse en cuenta que la recaudación del ISRPF
que se participa es equivalente a una tasa de 11.7% de la base grava
ble que se calculó.)

La primera columna muestra el total de ingresos de los estados
(suma de participaciones e ingresos propios) en 1990. Las siguientes co
lumnas describen cómo se distribuirían las participaciones si 50% de
ellas se asignara con base en la población y los estados retuvieran un
porcentaje de lo recaudado por ISRPF. La suma de estas dos columnas es
igual al monto de participaciones hipotéticas recibidas en 1990. Si a
esta última suma se le añaden los ingresos propios, se obtiene lo que lla
mamos “el total hipotético”, es decir, el monto que recibirían los estados
bajo el esquema propuesto. La última columna muestra las diferencias
de ingreso entre el esquema vigente en 1990 y el propuesto, de modo
que los números negativos se refieren a los estados que mejoran, en
tanto que los números positivos se refieren a las entidades que verían
disminuidos sus ingresos.

La suma de lo referente a estados que verían reducidos sus ingre
sos representa el “costo” de la reforma, es decir, cuánto habría que dar
de más a los estados perdedores para que, bajo el nuevo esquema, no se
redujeran sus ingresos. Nótese que los números positivos representan
la suma de lo que algunos estados perderían, en tanto que los negativos,
lo que otros estados ganarían. Como se ve, el costo de la reforma repre
senta 80% de lo gastado en 1990 en el ramo Xxvi, concerniente a Solida
ridad y Desarrollo Regional.

Es preciso decir, sin embargo, que en esta primera propuesta el
ISRPF sería recaudado por el gobierno federal, pero los estados tendrían
ya la certeza de que, si esa recaudación sube, sus ingresos también lo
harían. Un claro riesgo en este sentido es que, si las bases gravables en
tre estados se comportan de forma muy diferente, con el paso del tiempo
se puede originar una desigualdad creciente.

La segunda propuesta es, sin duda, la más interesante, pues plan
tea la cesión parcial a los estados de la potestad tributaria del ISRPF.
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Al igual que en los casos anteriores, en ella se sugiere que 50% de
lo participado se distribuya en función de un criterio poblacional, y
que lo restante, para saldar las participaciones, se cubra, total o par
cialmente, con un tramo en la tasa del ISRPF a cargo de los estados. En
la reforma que se propone aquí la sobretasa sería fijada por cada esta
do de manera independiente. Sin embargo, para efectos de este ejerci
cio se partió de la premisa de que todos los estados fijan una misma so
bretasa.

La idea es que un tramo de la tasa del ISRPF sea estatal y el resto
sea de carácter federal. La simulación de este escenario es equivalente
a la presentada en el cuadro 1.

Es pertinente aclarar que aunque, en la simulación que se presenta
aquí, el permitir a los estados retener 53.2% de lo recaudado en su terri
torio es equivalente a una sobretasa promedio del 11.7%, en la práctica
los dos sistemas son muy diferentes. En principio, cada estado tendría
la potestad de fijar una sobretasa distinta a la que fijasen los demás es
tados. Por otra parte, debido a la falta de información sobre las bases
gravables por estado, fue necesario presuponer que la base del ISRPF se
distribuye de igual manera que el PIB estatal.

En virtud de que la tasa de 11.7% puede ser considerada muy alta,
el cuadro 2 simula tasas de 5% respectivamente, y lo faltante para igua
lar las participaciones de 1990 se distribuye como antes, es decir, con
base en los impuestos asignables. En ambos casos el costo de la reforma
prácticamente permanece en el rango 80-85% del ramo XXVI.

6. Conclusiones

Para que tengan un efecto importante sobre la responsabilidad fiscal,
las propuestas anteriores requieren que haya algún grado de participa
ción de los gobiernos fiscalmente corresponsables. En otras palabras,
para que la corresponsabilidad fiscal sea efectiva, es necesario que los
gobiernos estatales, así como el gobierno central tengan algún grado
de participación en la gestión y control de los impuestos.

Sin embargo, todo parece indicar que una gestión y un control en
los que participen varios ámbitos de gobierno conllevan, por un lado, el
inconveniente de que la presencia de varias administraciones proba
blemente incrementa los costos para el contribuyente y, por otro lado,
en la medida en que participan varias administraciones, puede suceder
que desaparezcan las economías de escala asociadas a la gestión y con-

trol a cargo de un solo ámbito de gobierno, que en el caso de México, es
actualmente el gobierne federal.

¿Cómo pueden pues entonces hacerse compatibles estas dos situa
ciones, esto es, involucrar a los distintos niveles de gobierno en la admi
nistración, el control y la gestión, pero al mismo tiempo aprovechar las
ventajas que ofrece el hecho de que estas funciones las tenga a su cargo
un solo ámbito de gobierno.

Una posible solución a este dilema sería contratar una agencia tri
butaria que se encargara de estos procesos y en cuyos órganos rectores
participaran no sólo el gobierno federal, sino también los gobiernos es
tatales. El grado de participación de cada uno de estos ámbitos de go
bierno estaría, sin duda, determinado por el grado de participación de
los mismos en la recaudación total. Es decir, su representatividad aso
ciada estaría con su grado de participación en el proceso recaudatorio.

Cabe hacer notar que si en una agencia tributaria participara
como órgano rector solamente el gobierno federal se anularía una de las
grandes ventajas de contratar una agencia de esta naturaleza: la posi
bilidad de cooperación entre los distintos ámbitos de gobierno.

Más allá de la ventaja antes señalada, una agencia tributaria ofre
ce el beneficio de que permite separar los componentes técnico y político
en el proceso de cobranza de impuestos.

Por último, un elemento que requiere ser analizado cuidadosa
mente es la existencia de acuerdos tributarios internacionales previos
que, en algún momento, pudieran constituir un impedimento a las re
formas propuestas. Por ejemplo, en la segunda propuesta, referida a la
eventual participación de los estados con un tramo impositivo, si dicho
tramo fuera adicional a la tasa federal ya existente sería probable que
algún tratado preexistente en materia de homologación tributaria eh
minara tal posibilidad.
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Competitividad internacional
y desarrollo tecnológico: la industria
manufacturera mexicana frente
a la apertura comercial

Luis E. Arjona y Kurt Unger

Resumen: En este documento se hace un análisis del desenvolvimiento re
ciente y las perspectivas que se le presentan a la industria mexicana ante
un escenario de mayor apertura comercial. En la primera parte se discuten
aspectos dinámicos, cruciales para el desarrollo industrial, que a menudo
son desatendidos al evaluar la situación de la industria; entre otros aspec
tos destacan la acumulación de capacidades tecnológicas y las interrelacio
nes dentro de las redes productivas. Esta primera parte del documento
analiza, desde un punto de vista teórico, las implicaciones que tiene sobre
estos aspectos la transición hacia una mayor apertura comercial, así como
la relevancia de los mismos para el desarrollo industrial. La segunda parte
analiza el desempeño de la industria mexicana en los años inmediatos. El
panorama que emerge de dicho análisis, es que por un lado se ha dado un
patrón de especialización orientado a actividades en las que el desarrollo
tecnológico está dominado por proveedores, y que son intensivas en escala
y uso de recursos naturales; lo cual ha ido en detrimento de otras activida
des que no cuentan con tecnología más dinámica. Finalmente, se hacen al
gunas consideraciones sobre la necesidad de aplicar una política industrial
y tecnológica activa orientada a los actores e instituciones clave para el de-
sari-ollo futuro.

Abstract: This paper analizes the prospects for mexican industry after
opening to freer trade. The first part deals with the impact duringtransition
on industrial capacity, particularly the loss oftechnological capabilities and
the scarce development of industrial linkages. The second part shows the
recent pattern of industrial specialitation in Mexico lacking sectorial
linkages, increasing imports content and heavily concentrated in scale
intensive and resource based industries. The specialization has favored
activities of little technological dynamism where most technological
innovations are controlled or dominated through suppliers.

Los autores son investigadores en la División de Economía del GIDE, México. Agradecemos los co
mentarios de dos dictaminadores anónimos que contribuyeron a mejorar la versión original. Los
asuntos y omisiones no resueltos son responsabilidad nuestra.
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